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ASISTE: Señor Representante Víctor Semproni. 


INVITADOS: Por Unidad Reguladora de Servicios y Comunicaciones (URSEC), doctores Fernando Pérez 
Tabot y Juan José Camelo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Rosadilla).- Está abierta la reunión. 


——— La Comisión da la bienvenida a la delegación de la URSEC integrada por los Directores Doctores 
Fernando Pérez Tabot y Juan José Camelo. 


Nuestro interés al invitarlos era recabar su opinión acerca del proyecto de ley a estudio de la Comisión que 
regula la autorización del uso de frecuencias radioeléctricas. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Muchas gracias por la invitación. 


Sería bueno hacer una precisión. En este proyecto de ley se hace referencia a la autorización del uso de 
frecuencias radioeléctricas. Sin embargo, en los antecedentes que se adjuntan en realidad se hace referencia a 
su aplicación en la prestación de servicios de radiodifusión. Si eso es correcto, en nuestra opinión el proyecto 
sería un exceso, porque las frecuencias radioeléctricas se usan no solamente para la prestación de servicios de 
radiodifusión sino también para servicios de carácter comercial, por ejemplo, la radioalarma, las flotas de 
ciertos vehículos como los taxis, y otros casos en las que se emplean para el mejoramiento de la actividad de 
una persona o empresa. 


Partiendo de la base de que el proyecto de ley pretende la limitación en lo que tiene que ver con la utilización 
de frecuencias radioeléctricas para la prestación de servicios de radiodifusión, para nosotros, desde el punto 
de vista regulatorio y del control, es inocuo el hecho de que el proyecto se transforme en ley. Es una 
valoración de carácter político; significa una limitación a las facultades que la ley otorga al Poder Ejecutivo 
en la materia. Son consideraciones que no corresponde que el organismo formule. La definición en el sentido 
de si la limitación es buena o mala a efectos del espectro radioeléctrico, es de carácter político y deberá ser 
valorada políticamente. Desde el punto de vista de la administración del espectro, no altera ni la 
administración ni el control, el hecho de que haya más o menos frecuencias autorizadas y en condiciones de 
emitir o emitiendo. 


SEÑOR CAMELO.- Comparto totalmente las palabras del señor Presidente de la URSEC en cuanto al 
error que se comete al hacer referencia a las frecuencias radioeléctricas, ya que se utilizan para 
diversos fines, inclusive, para comunicaciones personales, por ejemplo, alguien que tiene una chacra y 
necesita comunicarse cuando se encuentra en su vehículo. 


Las frecuencias de radiodifusión son privativas del Poder Ejecutivo. Cuando nos pregunta si existe 
disponibilidad de frecuencias para hacer un llamado en determinada localidad, se lo informamos. En nuestro 
plan existen frecuencias disponibles, pero el Gobierno anterior manifestó que no iba a hacer llamados, y no 
los hizo. Esta es una limitación que se impone al Poder Ejecutivo en su facultad de hacer llamados y es una 
consideración de orden político que excede nuestras posibilidades. Lo único que hacemos es implementar y 
ejecutar el llamado público que dispone el Poder Ejecutivo cuando existen frecuencias y cuando considera 
que es bueno que existan más radios en determinada localidad. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Quisiera saber qué criterios se utilizan en general para evaluar el número de 
emisoras que debe existir en cada localidad, si son de carácter técnico o de otro orden. 


SEÑOR CAMELO.- Naturalmente, el llamado lo dispone el Poder Ejecutivo; nosotros nos limitamos a 
establecer si existen o no frecuencias disponibles. 


En cuanto a la pregunta referida al orden de doctrina, debemos decir que hay dos tendencias. Una de ellas 
dice que cuando hay una frecuencia disponible es necesario cubrir el espectro para evitar que de países 
vecinos nos utilicen esa frecuencia e invadan con sus potencias, que son más altas que las que nosotros 
tenemos. En consecuencia, el mercado dispone. Si tengo frecuencias disponibles y considero que hay tres 
radios y pueden existir dos más, hago el llamado. El potencial interesado va a hacer el estudio de mercado 
para determinar si es conveniente o si es rentable instalar o no una nueva radio. 


La otra posición dice que este no es un tema de mercado y que debería realizarse un estudio económico de 
viabilidad para ver si, en función del número de habitantes y de las posibilidades comerciales -porque las 
radios viven de la publicidad comercial- se admite o no más operadores de radiodifusión. 


Esas son las dos tendencias que existen. 


En realidad, el Poder Ejecutivo nos pregunta si hay frecuencias o no. Si nos pide la valoración de la 
frecuencia, la haremos, si no, no haremos nada porque es un tema que maneja estrictamente el Poder 
Ejecutivo. En ese aspecto, nosotros simplemente somos un órgano de asesoramiento del Poder Ejecutivo. 


No me han preguntado cuál es mi opinión, pero puedo adelantarme señalando que en una oportunidad hice 
una valoración sobre ese tema y dije que, quizás, una solución intermedia no iba por la extrema de decir que 
el mercado sea el que regule ni de hacer un estudio de mercado. En la medida en que el Poder Ejecutivo -o, 
en este caso, la URSEC- entendiera que la población y el número de comercios existentes podrían admitir un 
nuevo operador, tendría que ponerlo en vista a efectos de recibir comentarios de los radiodifusores del lugar. 


Supongamos que se quiere hacer un llamado en San José. ¿Cuántos radiodifusores operan, qué población 
tiene y qué posibilidades comerciales existen? Si a juicio del Ejecutivo o de la URSEC cabría uno o dos más, 
antes de hacer el llamado, debería permitir, mediante una vista, que opinaran los interesados. Naturalmente, 
van a opinar en contra, pero tendrán que exponer sus argumentos. Esa es una vía intermedia entre las dos 
posiciones extremas. 


Quisiera agregar un elemento más. En algún momento dije que esta era una buena solución o, por lo menos, 
una solución. Voy a explicar por qué. ¿Qué pasaba? Que, quizás, había un operador -siguiendo con el ejemplo 
de San José- que tenía una potencia de 1 kilovatio o de 2 kilovatios y la persona había pedido un aumento de 
potencia para poder llegar más lejos y con mejor calidad de señal. Se le decía que no porque podía ocasionar 
perturbaciones o porque había otra radio proyectada que no estaba adjudicada pero que, eventualmente, podía 
ser autorizada y, entonces, si se le aumentaba la potencia, esa otra radio no iba a poder funcionar. Entonces, el 
hombre se quedaba sin el aumento. Pero, diez meses o un año después se hacía un llamado con una potencia 
que era la que el hombre había solicitado. Entonces, ese hombre, a quien se le había negado el aumento en 
función de una radio proyectada que no se autorizó, quedaba sin ese aumento y en cambio se llamaba a una 
nueva con esa potencia. Por eso parecía una medida bastante razonable permitir que los operadores que 
estaban actuando dieran su opinión, no para aceptarla sino para escucharla y valorarla. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- De alguna manera, nosotros participamos de ese criterio y es el que hemos 
aplicado en estos cuatro años de gestión. El mecanismo de la consulta pública tiene por lo menos dos 
grandes virtudes. En primer lugar, otorga al procedimiento la mayor transparencia del mundo y, en 
segundo término, permite valorar la impresión que tienen aquellos que están directamente vinculados 
al tema en lo que tiene que ver con la implantación de un nuevo servicio, en este caso, de radiodifusión. 


Pero también es bueno señalar que -si no recuerdo mal- hay 296 emisoras en el país, lo que a primera vista 
parece un número razonable en cuanto a la cantidad de operadores y a la ocupación del espectro. En ese 
sentido, también es bueno señalar que, en lo que tiene que ver con los países fronterizos en el ámbito del 
MERCOSUR, se desarrollan los denominados mecanismos de coordinación, mediante los cuales las tres 
Administraciones -brasileña, argentina y uruguaya- coordinan las estaciones de radio en las zonas fronterizas, 
estableciendo las frecuencias y las potencias que le corresponden a cada una de esas emisoras. Eso no 
necesariamente implica que esas emisiones estén efectivamente operativas. A vía de ejemplo y apelando a la 
memoria, creo que en Fray Bentos hay coordinadas siete emisoras de FM, pero todo hace pensar que una 
ciudad como esa no resistiría siete emisoras de FM compitiendo por un mercado publicitario y, si no me 
equivoco, creo que la cantidad de radios emitiendo son tres. Pero ese es un ejemplo en el cual, si bien hay 
siete emisoras coordinadas que impiden el ingreso de radios -en este caso argentinas- en frecuencias 
adjudicadas al Uruguay, se protege el espectro, lo que no necesariamente conlleva a que haya cuatro o cinco 
emisoras más de las que están en funcionamiento actualmente. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Es una vacante sin cubrir. 
SEÑOR PÉREZ TABOT.- Exactamente. 


SEÑOR CAMELO.- Sin perjuicio de lo que hemos conversado sobre los mecanismos de asignación de 
frecuencias para radiodifusión, en las zonas de frontera puede variar un poco el criterio. En ese caso, 
tal vez sea más conveniente decir que el mercado decida. ¿Por qué? Para protegernos de la invasión de 
frecuencias de los países vecinos. Por ejemplo, si en Fray Bentos hay tres emisoras, se puede pensar que 
no es posible que haya dos más, pero a lo mejor sería bueno -estoy haciendo un razonamiento en voz 
alta- que en esa zona de frontera se hiciera un llamado. Tal vez no haya interesados, pero si hay uno, 
bienvenido, porque va a ser una barrera para la penetración de una frecuencia del país hermano que, 
por otra parte, no tiene el espectro muy controlado en materia de radiodifusión y hay muchas emisoras 
que no están autorizadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como el proyecto limita un derecho, una potestad del Poder Ejecutivo por 
dieciocho meses -lo hace un año antes y hasta seis meses después-, quería tener una idea de cuáles son 
los plazos en que razonablemente -teniendo en cuenta el estudio del llamado, las respuestas, si alguien 
presenta algún tipo de alegato, etcétera- se han ido adjudicando las emisoras. Tengo la curiosidad de 
saber si son suficientes los cuarenta y dos meses -si no me equivoco- en que el Poder Ejecutivo puede 
usarlas -si este proyecto de ley fuera aprobado-, porque si luego se entra en un período de veda, con un 
proceso comercial de inversiones, etcétera, esto se debería conocer. Se podría producir un corte que 
hiciera que los legítimos intereses, cuando están por ser realmente otorgados, se vieran afectados por 
una disposición. 


Por otra parte, teniendo en cuenta que el espectro es finito, quisiera conocer cuál es el nivel de disponibilidad 
para las AM y para las FM, si es que existe. También me gustaría saber si actualmente hay un estudio 
solvente en ese sentido, si es algo que existe en forma definitiva o se pueden seguir adjudicando hasta que en 
algún momento se termine y no se pueda adjudicar más. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Con relación a la primera interrogante, si bien no tenemos experiencia en lo 
que tiene que ver con el inicio de un proceso tendiente a la adjudicación de frecuencias para 
radiodifusión -desde el año 2000 a la fecha no se hizo ninguna-, me parece que no es una locura estimar 
que desde el momento en que se recibe la instrucción de hacer un llamado hasta que efectivamente se 
adjudica, pueden pasar de nueve meses a un año, más o menos. 


En cuanto a la segunda interrogante relativa a la disponibilidad de frecuencias, la Comisión merece un 
informe escrito más preciso de lo que puede ser nuestro comentario, porque aquí inciden dos factores: no solo 
la frecuencia en sí misma, sino la potencia que a esa frecuencia se le pueda adjudicar. En términos muy 
lineales -seguramente, si aquí hubiera algún ingeniero diría que está mal-, quizás es lo mismo una radio de 
diez kilowatios que diez radios de uno. Reitero que seguramente esto está mal desde el punto de vista estricto 
de la ingeniería, pero la potencia y altura de la antena de la radio, que en definitiva son las que definen el área 
de cobertura, lleva a que no se pueda precisar exactamente cuál es el espectro disponible. 


Si se me permite un comentario, hay espectros disponibles porque hay emisoras al aire que no han cumplido 
con las normas vigentes en lo que tiene que ver con la adjudicación de permisos y ocupan un espacio en el 
dial aunque no sé con qué grado de exactitud en lo que tiene que ver con la frecuencia. Esto demuestra que 
desde el punto de vista estrictamente técnico, hay algún espectro disponible. 


SEÑOR GARCÍA DUCHINI.- En el caso de la disponibilidad de ondas de radiodifusión, sin estar esto 
directamente vinculado al proyecto, ¿cómo hace la URSEC para asesorar con respecto a la instalación 
de una onda en una frecuencia que ya está ocupada por una radio no regular, comunitaria o como 
quiera llamársele? 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- El procedimiento es el siguiente. Si mañana hay un llamado y se ofrecen 
frecuencias que están ocupadas por quienes no tienen autorización para hacerlo, la reacción de la 
URSEC es la de desocupar esa frecuencia mediante la incautación de los equipos y la liberación, a los 
efectos de que quien tiene el legítimo derecho a utilizarla, así lo haga. 


SEÑOR GARCÍA DUCHINI.- Si se procede como lo establece el proyecto de ley, y se limita en el 
tiempo la facultad que tiene el Poder Ejecutivo, ¿cómo procede la URSEC si llega a haber una empresa 
-cualquiera sea la forma jurídica- que se está postulando para la utilización de una frecuencia, que cae 
en veda, pero que dice que igual la va a ocupar? 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Si este proyecto prospera, más allá de que reitero que debería decir 
"autorizaciones de uso de frecuencias radioeléctricas a los efectos del servicio de radiodifusión" - 
disculpen que lo reitere, pero si esto mañana sale así no podremos autorizar siquiera una alarma o un 
taxi-, con esa adenda, si yo interpretara la norma diría que el proceso se inicia y si el acto 
administrativo de autorización cae en el período de la veda no habría que otorgárselo hasta que el 
plazo transcurriera. Supongamos que los doce meses anteriores van, por ejemplo, hasta el último 
domingo de 2009. Si el llamado se realiza doce meses antes, el 1” de enero de 2008, y a noviembre de 
2008 el procedimiento administrativo no terminó el acto de autorización, el Poder Ejecutivo no podría 
dictarlo porque violentaría la norma legal y tendría que esperar a que lo hiciera el próximo Poder 
Ejecutivo, en mayo del año próximo, cuando sí estaría en condiciones de autorizarlo. Si se dictara antes 
sería un acto administrativo ilegítimo. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Lo que queda claro de la norma proyectada es que la veda opera para el 
otorgamiento de la autorización, no para el desarrollo que se sigue durante determinado tiempo, para 
llegar a estar en condiciones de autorizar o no autorizar. El tiempo administrativo se puede utilizar 
dentro del tiempo de veda, sin ningún problema; no hay nada que lo impida. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Yo me imagino la siguiente hipótesis: empieza en setiembre de 2008 y a 
octubre no se llega a terminar el proceso; si fuera el Poder Ejecutivo no podría dictar el acto 
administrativo autorizando el uso de frecuencias radioeléctricas para el servicio de radiodifusión 
porque estaría violando el artículo tal de determinada ley. Debería esperar y, tal como está previsto, el 
nuevo Poder Ejecutivo podría dictarlo o no porque en uso de sus prerrogativas, puede designar 
desierto el llamado. Lo que sí tengo claro es que si hubiera una autorización en el período que aquí se 
proscribe, sería un acto administrativo ilegítimo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creo que el motivo del proyecto de ley que viene de 
Legislaturas anteriores es que no se tenga una situación prebendaria relacionada con las elecciones. 
Eso está clarísimo. No suscribí ese proyecto en su momento porque ni siquiera era legislador, pero la 
intencionalidad es esa y por eso se refiere a las elecciones nacionales. Al demorar un año la tramitación, 
el Poder Ejecutivo de turno tiene un año y medio para adjudicar emisoras. Entonces, el espíritu de la 
iniciativa es claro: "Señores: no se conceden ondas de radio con motivos políticos''. Creo que no hay 
mucho misterio; al menos así lo interpreto yo. 


Además de la modificación que mencionaba el señor Pérez Tabot, creo que habría que introducir otra en 
cuanto a que solo se proceda por llamado abierto. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Eso es lo que dice la ley vigente. 


SEÑOR GARCÍA DUCHINI.- Aclaro que no estoy alentando una ilegalidad sino que simplemente me 
pongo en el papel de regulador para saber cómo se podrían dirimir ciertos conflictos hipotéticos. 


Supongamos que quiero tener una radio y pido una frecuencia al servicio de radiodifusión, pero cayó un 
período de veda y yo pienso instalarla igual. El regulador, en este caso la URSEC, me dice que no puedo, a lo 
que le digo: "¿Por qué no puedo, si al lado de mi frecuencia está lleno de radios que ustedes nunca 
autorizaron? ¿Por qué me discrimina y no toma medidas con aquellos que están a la vista, sabe quiénes son y 
están ocupando frecuencias para las que ni siquiera se presentaron a un llamado?" Planteo una hipótesis para 
saber cómo se maneja el organismo regulador y queda claro que no estoy planteando hacerlo. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Ese es un ejemplo de la vida real. La URSEC -nos hacemos responsables de 
la actitud que se ha tenido en estos últimos años- ha tenido una política de cierta tolerancia en lo que 
tiene que ver con determinadas radios comunitarias, clandestinas, piratas, de baja potencia o como se 
las quiera llamar. 


No quiero ser irreverente y tengo claro cuál es el papel que cada uno tiene acá, pero en ese sentido, la 
URSEC elaboró un proyecto de ley que regula las radios de baja frecuencia y de servicios universitarios. Esa 
iniciativa fue generada en un proceso de discusión abierta con las entidades involucradas -AMARC, RAMI y 
ANDEBU- y nosotros estamos convencidos de que tiene una gran virtud: ninguno de los directamente 
involucrados se siente plenamente satisfecho con él. Esto, a primera vista, da la sensación de que es un 
proyecto equilibrado. 


Lamentablemente, durante la anterior Administración, no pudimos convencer al Poder Ejecutivo de que ese 
proyecto fuera remitido al Parlamento, porque -insisto: sin ánimo de ser irrespetuoso institucionalmente- me 
parece que sería muy bueno que ese o cualquier otro tuviera tratamiento parlamentario puesto que hay una 
realidad que rompe los ojos y, de alguna manera, se hace imprescindible enmarcar, en un estado de derecho y 
dentro de los cánones, lo que debe ser el respeto a las normas. 


Además, esta situación nos genera algunos problemas prácticos y quizás, en el terreno estrictamente formal, 
haya inclusive alguna omisión en este aspecto. Además, nos genera problemas que no son menores con los 
países vecinos integrantes del MERCOSUR. Somos la única Administración que no reconoce este tipo de 
emisoras. Tanto la Administración brasileña, como la argentina y la paraguaya plantean procesos de 
coordinación de las denominadas radios de baja potencia y nosotros somos una especie de paria, que tiene 
una realidad enfrente sin ningún reconocimiento institucional. 


Por tanto, si se me permite, exhortamos vivamente al Parlamento a que se aboque al estudio de este tema que 
le haría bien a toda la sociedad uruguaya. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en el limbo, porque a raíz del Decreto del Poder Ejecutivo, estos 
temas están cambiando de Comisión, pero recibí una comunicación por la que se me plantea por parte 
del representante argentino en el MERCOSUR que hay un acuerdo que ya fue ratificado por Brasil, 
Argentina y Paraguay, pero falta la ratificación de Uruguay. Entonces, se me pedía si se podía 
reconsiderar el tema. Esperemos ver a qué Comisión ingresa ese proyecto que es del año 2003 y que no 
se informó. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Es un proyecto de tratado que regula las radios de frecuencia modulada. 
Los únicos que faltan somos nosotros. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Quiero hacer una pregunta de carácter informativo para ampliar el 
conocimiento en la materia. 


Quiero saber, desde el punto de vista técnico -no de carácter político-, cuáles son los elementos que valora la 
URSEC para quitar una frecuencia. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- Fundamentalmente, valoramos la interferencia que es el elemento más 
pernicioso en lo que tiene que ver con los servicios de radiodifusión y, de alguna manera, con los de 
telecomunicación en general. Nos referimos a la interferencia a otros servicios de las mismas 
características o a servicios que operan frecuencias radioeléctricas, aunque tengan una naturaleza 
distinta. Me vienen a la mente, por ejemplo, los servicios de comunicaciones de torres de control de 
aeropuertos y todo lo que tiene que ver con los servicios de emergencia: bomberos, policía, Salud 
Pública, unidades de emergencia móvil. Entonces, la interferencia es lo que nos hace actuar con más 
rapidez y celo. 


Hay que tener en cuenta que la interferencia es algo inevitable aun cuando cada uno actúe dentro del marco 
en el que está autorizado, porque la onda se desplaza distinto según una serie de factores como el clima, 
aspecto que puede explicar mucho mejor un ingeniero. Pero, normalmente, la interferencia se produce 
cuando alguien está haciendo algo que no debe. Por lo general, denota algún tipo de incumplimiento, ya sea 
porque se aumenta la potencia o porque, por ejemplo, usted, que usa la frecuencia 84.1, mueve un poco la 
perilla y utiliza el canal adyacente pues tiene interferencia de una radio argentina. En definitiva, la "bombita 
roja" es la interferencia; ese es el centro de la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que nos hablaran de los medios de control de que dispone la 
URSEC y quisiera saber si a juicio de ustedes son suficientemente sólidos, si hay problemas para el 
control del uso de la frecuencia y la potencia, si se enteran de ello tarde o, por el contrario, lo hacen en 
tiempo y en forma. 


SEÑOR PÉREZ TABOT.- De la interferencia nos enteramos enseguida, porque la denuncian rápido; el 
autocontrol es el mejor control. 


Con respecto a los medios, podemos decir que la URSEC dispone de ellos, ya que contamos con tres 
estaciones de monitoreo, que están ubicadas una en el Cerro, otra en la sede de la calle Uruguay y otra en 
Melilla. Asimismo, tenemos tres camionetas de monitoreo que están muy bien equipadas y tienen tecnología 
Rhode Schwartz, que es de primera línea. A fines de 1998 se hizo una licitación para este fin, y podemos 
decir que el equipamiento de la URSEC es adecuado. Teniendo en cuenta que en estos años la dinámica en lo 
que tiene que ver con inversiones siempre ha sido la de ir reduciendo los costos, es honesto decir que el 
equipamiento de telecomunicaciones es muy costoso. Como una anécdota puedo decir que tuvimos 
problemas con el seguro de la camioneta de monitoreo no por la camioneta en sí, sino por el equipamiento 
que tenía. Por ejemplo, un repuesto -no hace mucho que lo pagamos- para una de las camionetas costó 
aproximadamente 35.000 euros; hay que tener en cuenta también que no se rompen cada año. 


Por lo tanto, en términos generales, diría que los mecanismos de que dispone la URSEC son adecuados. 


Por otra parte, una de las aspiraciones que tiene la URSEC es generar una estación fija en el litoral oeste, ya 
que allí -Colonia y Río Negro- es donde son mayores los problemas con respecto a las interferencias. Para 
que los señores Diputados tengan idea de lo que estoy hablando, puedo decir que en Argentina, solamente en 
el Gran Buenos Aires, hay más de 5.000 radios clandestinas no autorizadas, que tienen una potencia de 10 
kilowatios y 100 metros de antena. Si miramos la realidad nacional, podremos observar que una radio no 
autorizada tiene 100 wats y una antena de 25 o 30 metros, que se escucha en cuatro cuadras. Sin embargo, en 
Argentina una radio no autorizada se escucha mejor que muchas radios uruguayas. Entonces, en toda la franja 
del litoral oeste las cosas a veces se complican un poco. 


SEÑOR CAMELO.- Quería agregar algo más, si bien el tema no es objeto de la convocatoria. 


El doctor Pérez Tabot hizo referencia al espectro, y como nosotros tenemos la obligación de mantenerlo 
ordenado, creo que eso me legitima a decir que sería muy importante que se tratara -con modificaciones, de 
ser necesario- el proyecto de ley de radios comunitarias, y voy a explicar por qué. Antes de venir para acá le 
pregunté al funcionario que se dedica a la radiodifusión qué había pasado con las 5.000 radios no autorizadas 
en la Argentina -el doctor Pérez Tabot hizo referencia a ellas- y me dijo: "Ahora son PPP". Entonces, le 
pregunté qué era eso y me contestó que significaba: permiso precario y provisorio. Por supuesto, que el 
precario pasó a no serlo y estas radios no autorizadas son PPP. Pero, además, existen las radios que no son 
PPP, y son nuevas e ilegales; quiero aclarar que estoy repitiendo lo que me dijo el funcionario, porque yo no 
lo constaté. Por lo tanto, podemos decir que el control del espectro que se hace en Argentina es muy malo y 
que no hay un gobierno sobre él. Entonces, tenemos que tratar de evitar que nos pase lo mismo. Nuestro país 
ha sido muy prolijo, y por ello tenemos que reconocer y reglamentar a las radios comunitarias -que son una 
realidad en el mundo- para que puedan existir legítimamente. 


En Estados Unidos, por ejemplo, cuando surgieron las radios comunitarias sin autorización -como ocurrió en 
nuestro país, en Chile, Brasil y Paraguay- se estableció un procedimiento para cambiar la situación. El Poder 
Ejecutivo hizo un llamado a esas radios comunitarias para otorgarles la autorización. El procedimiento 
consistía en que esas radios debían cesar y presentarse al llamado para recibir la autorización, porque había 
espectro disponible. Pero si esas radios no se presentaban y se instalaban en forma ilegal iban a ser 
clausuradas. En ocasiones hemos escuchado que las radios comunitarias que no tienen autorización no 
afectan a nadie, pero si alguien toma una frecuencia sin autorización para explotarla, le está quitando ese 
derecho a otro que tal vez también quiera hacerlo. Por lo tanto, el derecho de una persona puede estar en 
colisión con el de otra que también quiera explotar esa frecuencia. Entonces, lo mejor sería que se hiciera un 
llamado y se dieran autorizaciones. 


Solo quería referirme a la importancia de tener un espectro ordenado para que todas las frecuencias estén 
autorizadas. De esta manera podemos evitar las interferencias y, reitero, que una persona se apropie de una 
frecuencia en perjuicio de otra, lo que traerá consecuencias más graves. Digo esto porque en una oportunidad 
un radiodifusor me dijo: "Si esas radios se instalan y nadie hace nada, lo que voy a hacer es instalar una radio 
comunitaria, y puedo asegurar que si le doy una potencia importante a la mía apago a todas las demás". Sería 
lamentable que un radiodifusor que hace años que está instalado y tiene potencial económico instalara un 
equipo que opacara a las radios comunitarias. Por lo tanto, creo que debemos reconocer la existencia de las 
radios comunitarias -que son una realidad social y mundial-, reglamentarlas y otorgarles una autorización 
mediante un llamado público, con los parámetros que se enviaron o con otros que, seguramente, se van a 
mejorar en el Parlamento; lo importante es que no perdamos el dominio del espectro, porque si eso ocurre 
aquí va a pasar lo que sucedió en Argentina. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si ningún legislador desea hacer uso de la palabra, sólo nos resta agradecer la 
presencia de los señores visitantes, cuya exposición ha sido muy ilustrativa. 


(Se retira de Sala la delegación de la URSEC) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


